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MODELOS DE ESCRITOS JUDICIALES. PROMUEVE ACCIÓN 
PREVENTIVA DEL DANO 


PROMUEVE ACCIÓN PREVENTIVA DEL DAÑO(*) 


Señor Juez: 

C.A.H., D.N.I, IN escorias , por derecho propio, con domicilio real en la calle 
Mivaaci nio y piso...... constituyendo domicilio legal en la Av. C. ......... 
Na o A , piso ..., of. “A”, ambos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
bajo el patrocinio letrado del Dr. Juan Francisco GONZALEZ FREIRE (T*...., 
Pus SPACE) C.U.LT. N°? sc , con domicilio electrónico Nro. 
dd , ante V.S. me presento y respetuosamente digo: 

I. OBJETO 


Que vengo a promover la “prevención del agravamiento del daño” en contra 
del contexto fáctico provocado por el Señor B.B.B., DNI N° 
as , cuyo domicilio €S...........o.oocoocoroomo....»..., de ésta Ciudad. 


La acción que aquí se pretende, tiende a evitar el agravamiento del daño 
causado en contra de los intereses del suscripto (cfr. art. 1710, inc. c) del 
Código Civil y Comercial vigente, siendo que de los hechos acaecidos -que a 
continuación se detallarán- surge claramente la producción de un perjuicio 
irreparable; debiéndose frenar en adhesión a la voluntad del Legislador. 


II. HECHOS 


Dando cumplimiento a las exigencias que especificamente depara el inc. 4”, 
del artículo 330 de la Ley adjetiva, y siendo que la presente acción se 


encuentra dentro del plazo señalado por el art. 2561, 2do. Párrafo, de la 
vigente Ley 26.994, pasaré a detallar la circunstancialidad de los hechos: 


II.a.- LA PRODUCCIÓN FÁCTICA DEL PERJUICIO (“DAÑO EVENTO”) Y LA 
PELIGROSIDAD DE SU AGRAVAMIENTO (para evitar el incremento del 
considerado “DANO CONSECUENCIA”). 


La persona traída al proceso, cuyos datos obran en el objeto de la presente 
acción, reside en la propiedad lindera a mi inmueble, razón ésta que en la 
medianera que nos separa pasa un caño de agua colocado por el accionado, 
a fin de satisfacer solo su exclusivo abastecimiento. Cabe resaltarle a V.S. 
que he tomado conocimiento de ello, a partir de la existencia de una 
filtración que abarca todo el comedor de mi propiedad (del lado del sector 
donde vive el cuestionado vecino). 


Si bien al principio intente hablar en buenos términos con el señor B.B.B. y 
luego tuve que enviarle una Carta documento en virtud de su indiferencia, 
al no tener contestación de su parte; y siendo que el daño edilicio se agrava 
cotidianamente, resulta necesario que la administración de justicia evite su 
propagación, habida cuenta que por la pared de mi inmueble dónde hay 
humedad existe el paso de cables de corriente eléctrica, junto a distintos 
toma corrientes (enchufes) que tranquilamente pueden ocasionar 
potenciales peligros hacia la vida de cualquier integrante que habite la 
propiedad. 


V.S. podrá apreciar, mediante las siete (7) piezas fotográficas que por éste 
acto se acompañan -certificadas por escribano público- la magnitud de la 
filtración y la gravedad que acarrea su deterioro, en función de las 
condiciones descriptas. 


Y que ante la inexplicable desidia por parte del demandado vecino, la misma 
debe encontrar reparo en la prevención del perjuicio, evitando el 
agravamiento en cuanto a su contexto. 


IT.b.- LOS REQUISITOS DE LA FIGURA PREVENTIVA Y LA LEGITIMACIÓN 
DEL DERECHO INVOCABLE TENDIENTE A VIABILIZAR ACCION. 


A fin de estar a tono específicamente con los artículos 1711 y 1712 del 
Código vigente[1], en el presente supuesto, la presente figura preventiva 
tiende a evitar el agravamiento del perjuicio causado, cuál en ésta especial 
ocasión, su previsibilidad resulta evidente. Asimismo cuento con verdadera 
legitimación para motivar su producción, toda vez que resulto ser el 
damnificado directo del despliegue reprochable de la conducta del 
accionado; por más que en ésta instancia no sea exigible la valoración de 
uno de los presupuestos exigibles para la configuración de la 
Responsabilidad Civil -como lo es, el “factor de atribución”- siendo que no 


se juzga la responsabilidad del agente, sino más bien “la prevención del 
acto dañoso” (sea por acción u omisión) que pueda representar en la 
víctima, un perjuicio que a través de la presente se podría haber evitado. 


Acto seguido expondré lo sostenido por la doctrina al respecto. 


III.- DERECHO Y DOCTRINA APLICABLE. 


“Señala el artículo 1710: “Toda persona tiene el deber, en cuanto de ella 
dependa, de: a) evitar causar un daño no justificado; b) adoptar, de buena fe 
y conforme a las circunstancias, las medidas razonables para evitar que se 
produzca un daño, o disminuir su magnitud; si tales medidas evitan o 
disminuyen la magnitud de un daño del cual un tercero sería responsable, 
tiene derecho a que éste le reembolse el valor de los gastos en que incurrió, 
conforme a las reglas del enriquecimiento sin causa; c) no agravar el daño, 
si ya se produjo...”[2]. 


Y si bien “El código de Vélez no estaba pensado para evitar el daño, (...). 
Por eso no se encuentra en el Código Civil ningún artículo que 
explícitamente hable sobre el deber de evitar el daño o de mitigar el ya 
producido. Sin embargo el principio de no causar un daño a otro es de 
antigua raigambre y es incluso uno de los tres grandes principios romanos: 
el “alterum non laedere”. Debido a que no había en el Código Civil ningún 
precepto que impusiera el deber de evitar el daño, la jurisprudencia lo 
había encontrado en el artículo 19 de la Constitución Nacional, en cuanto 
habla de acciones que no perjudiquen a terceros”[31. 


“Sin perder de vista lo consagrado por el artículo 43 de la Constitución 
Nacional, e incluso lo establecido por el artículo 332 del Código Procesal 
(CPCCN), o la acción expedita de amparo (Ley 16.986), “la nueva figura 
preventiva es sin duda la herramienta más poderosa y connotada de la 
jurisdicción preventiva civil” (...) “... únicamente exige la presencia de una 
situación fáctica actual idónea para producir un daño futuro, haciendo 
nacer así en el potencial afectado un interés de obrar suficiente para estar 
en condiciones de promover una acción preventiva y conseguir una 
sentencia de mérito sobre el particular”[4] (...) al mismo tiempo que, “Debe 
mediar una relación de causalidad probable entre la acción u omisión 
antijurídica y el daño que posiblemente amenaza acontecer”[5]. 


Cumplimentadas las exigencias que deparan los artículos del nuevo 
ordenamiento (cfr. arts. 1710 a 1715 del CCCN), la presente acción debe 
viabilizarse a fin de evitar el agravamiento de las consecuencias dañosas 
padecidas hasta ese momento -en éste caso, por quién impulsa la acción- 
para después, llegado el caso de evaluar la magnitud del perjuicio acaecido 
producto de la conducta reprochable imputable al agente, solo sea atendible 
el resarcimiento económico hacia sus consecuencias, sin tener que discutir 


su producción. De allí que promovida la prevención del agravamiento del 
daño (art. 1710, inc. c), del CCCN), “Lo único a tratarse en ella sería si la 
conducta anteriormente juzgada como dañosa (o potencialmente dañosa) 
radica en la propia conducta del agente, sea mediando negligencia, 
imprudencia o impericia (culpa), en función de una intencionalidad directa o 
indirecta de ver reproducido el resultado (dolo), o ante algún supuesto 
contemplado de responsabilidad objetiva, en función de la naturaleza del 
evento o en razón de su factor de atribución”[6] 


A mayor abundamiento, puede señalarse que si bien antes de la actual 
figura preventiva de fondo existían medidas de forma contempladas por la 
Ley adjetiva, lo cierto es que en la actualidad el Legislación ha creado la 
posibilidad de promover un proceso autónomo, para evaluar el caso 
concreto sin que ello implique un definitivo pronunciamiento. 


En vía de sus implicancias puede resaltarse que si bien “La discusión acerca 
del tipo de prestaciones más efectivas a los fines de proteger derechos es 
antigua y la podemos encontrar en los debates procesales vinculados con 
las medidas cautelares materiales clásicas: la medida innovativa y la 
prohibición de innovar. Allí también, al discutirse qué medida era la más 
adecuada se analizaba si la situación nociva aún no ocurrió —pero ello es 
inminente— o bien ya tuvo lugar. En el primer caso, lo apropiado — 
normalmente— es “congelar” la situación para que no cambie y así no 
ocurra el daño. En la discusión cautelar, se recurre a una prohibición de 
innovar. Aquí, a una obligación de no hacer. En el segundo supuesto, lo 
pertinente —cuando el daño ya está en curso— es, por regla, adoptar 
medidas positivas para que se detenga o reduzca. En lo cautelar, se 
adoptarían medidas innovativas. En el plano de la presente pretensión, se 
dispondrán obligaciones de hacer”[7]; en la figura preventiva se “parte de 
la premisa respecto al “deber” de evitar la producción de un daño, de 
disminuir su magnitud o de no agravarlo” (...), sirviendo en éste puntal caso 
de un acertado mecanismo de protección de la víctima, pues el daño ya 
resulta ser cierto e incluso podría juzgarse el presupuesto “factor de 
atribución”, promoviendo una sentencia definitiva[8]. 


No obstante ello, la apreciación jurisdiccional juega un papel preponderante 
al momento de analizar la pretensión del justiciable. 


En efecto, y más allá de que en el presente caso resulte evidente el perjuicio 
causado, “Si bien el juez tiene libertad en la valoración de las pruebas 
admitidas y actuadas en el proceso, esta no resultará ser de carácter 
absoluta y arbitraria sino que debe respetar los principios de “la lógica y la 
experiencia”. Es por ello que bajo el sistema de la libre valoración el juez ya 
no solo recurre al método deductivo; sino que también se vale del método 
inductivo, en la que mediante los indicios va reconstruyendo lo ocurrido a 
fin de descubrir la verdad (o al convencimiento de que así sucedieron los 
hechos). El razonamiento realizado por el Juez en este sistema, -ya sea 
deductivo o inductivo-, lo hace con apoyo de la lógica y de la psicología, (por 


ejemplo, mediante el estudio de la conducta de las partes en las audiencias, 
las declaraciones testimoniales, y pericias) extrayendo conclusiones en 
materia probatoria. En este sistema de valoración, son importantes también 
las reglas de la experiencia, las que se van formando a medida que se 
desarrolla la función judicial. Incluso hasta se ha señalado a la “intuición 
jurídica”, como complemento de las reglas de la experiencia en la que el 
Juez perciba...”[9]. 


Es por ello que en la valoración jurisdiccional no debe soslayarse la 
conducta sumida por los justiciables (art. 1725, CCCN) entendiendo que “la 
causalidad adecuada parte de la base de lo que es previsible para un 
hombre medio con criterio abstracto”... y que en torno al juicio en abstracto 
de la previsibilidad (como regla) “no debe juzgar lo que el dañador concreto 
previó, sino lo que era previsible de acuerdo a la normalidad de la vida y 
que no se hizo...”[10]; y que bajo el estudio de la conducta asumida por el 
accionado de autos, no existen dudas que su indiferencia provoca la 
necesidad de prevenir el agravamiento del contexto dañoso, por cuanto "el 
análisis y apreciación metódicos y razonados de los elementos probatorios 
ya introducidos; que absorbe un aspecto fundamental de discusión y 
decisión del asunto cuestionado, y es de carácter eminentemente 
crítico”[11], consagra la necesidad de obtener una tutela jurídica efectiva, 
en función de lo establecido por el Constituyente, resaltándose sobre ésta 
última que “El contenido del derecho a la tutela judicial efectiva es muy 
amplio, ya que despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, al 
acceder a la justicia; segundo, durante el desarrollo del proceso; y 
finalmente, al tiempo de ejecutarse la sentencia...”[12]. 


Por consiguiente, debe ordenarse el cese del agravamiento del daño, 
imponiendo V.S. lo que por derecho corresponda, en función de lo dispuesto 
en el vigente Código, de conformidad con el art. 1713.- 


VI. PRUEBA 


—Documental 


Documentación que acredita mi actual residencia en el lugar (título de 
propiedad), O ............. 


Una (1) carta documento -en original- remitida en fecha................ , con su 
respectivo acuse de recibo (llevado a cabo por el propio accionado). 


Siete (7) piezas fotográficas del estado actual edilicio de mi propiedad 
(pared perjudicada), certificadas por escribano. 


—Testimonial 


Dada la gravedad del hecho, pero de resultar necesario, se citen 
eventualmente a los siguientes testigos, a fin de que declaren sobre los 
siguientes extremos a probar (cfr. art. 333 del CPCCN) 


EEEE TER 
A anan 


VII.- HACE RESERVA DE PROMOVER FUTURA ACCIÓN POR DAÑOS Y 
PERJUICIOS AL MISMO TIEMPO DE HACER RESERVA DEL CASO 
FEDERAL 


1.- Hago reserva de accionar posteriormente contra B.B.B. por los daños y 
perjuicios que deriven de la presente acción, de conformidad con los rubros 
indemnizatorios que oportunamente se invoquen. 


2.- Dado a que en la misma se exponen derechos y garantías 
Constitucionales, hago reserva de plantear oportunamente el Caso Federal, 
(conforme el artículo 14, de la Ley 48).- 


VIII. PETITORIO 


Por todo lo expuesto, a V.S. pido que: 


a.Se me tenga por presentado, por constituido el domicilio legal y por 
denunciado el domicilio electrónico invocado. 


b.Se Tenga presente la prueba aportada, cfr. punto VI 
c.Se tengan presente las reservas efectuadas en el punto VII.- 


d.Se haga lugar a la presente figura preventiva (cfr. arts. 1710 inc. c), art. 
1711 y 1712 del CCCN) a los fines de evitar el agravamiento del perjuicio 
causado, imponiendo sobre el accionado B.B.B. las obligaciones que la 
jurisdicción entienda corresponder (cfr. art. 1713, del CCCN), junto a la 


imposición de costas, bajo su exclusivo cargo. 


Proveer de conformidad, 
SERÁ JUSTICIA. 


Dr. JUAN FRANCISCO GONZALEZ FREIRE 


(*) Modelo de autoría de Juan Francisco González Freire: Abogado. Ex 
secretario del Dr. Luis A. Ahumada Herrera (Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil N°22). Ex Integrante (pasante) Excma. Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal. Ex Docente 
(ayudante de cátedras) de Derecho de Familia y Derecho de Daños - 
Universidad de Palermo. Autor de diversos artículos doctrinarios sobre 
ResponsabilidadCivil a nivel nacional e internacional. Disertante en 
diferentes Colegios de Abogados y Universidades. 
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